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El presente Informe Jurídico se desarrolla bajo el marco de un proceso laboral 

por despido arbitrario, el mismo que tiene como demandante al trabajador de 

iniciales HMET y, como parte demandada, a su empleadora de iniciales S.F. 

S.A. 

 
En el proceso en cuestión, la parte demandante alega que ha sido objeto de 

despido arbitrario, toda vez que la empresa demandada le imputó la comisión 

de una falta grave que no logró determinar, ello con el fin de justificar su 

despido y limitarse a dar por terminado el vínculo laboral, razón por la cual, 

solicita se le indemnice por el monto de S/22,727.09 (Veintidós mil setecientos 

veintisiete y 09/100 Soles). 

 
Por otro lado, la parte demandada considera que el demandante sí fue autor 

de la comisión de una falta grave que justificaría su despido, siendo que esta 

se configuró por la clara inobservancia de lo previamente señalado en el 

Reglamento Interno de Trabajo de la empresa, adicionando el 

quebrantamiento de la buena fe laboral por parte del demandante. 

 
Las sentencias emitidas por el Poder Judicial devienen en contradictorias, 

siendo que en la primera instancia se declara fundada la demanda y ordena el 

pago indemnizatorio al trabajador; en cambio, en la sentencia de vista, se 

revoca la sentencia de primera instancia y declara infundada la demanda, 

teniendo distintos argumentos conforme el análisis que cada instancia realiza 

del caso. Finalmente, la Corte Suprema declara improcedente el recurso de 

casación interpuesto por la parte demandante, esto debido al incumplimiento 

de los requisitos de procedencia del recurso de casación, establecidos en la 

Nueva Ley Procesal del Trabajo. 
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1. Relación de los principales hechos expuestos por las partes 

intervinientes en el proceso. 

1.1. Demanda 

 
Con fecha 23 de agosto de 2013, H.M.E.T. presentó una demanda por 

despido arbitrario contra la empresa S.F. S.A., solicitando indemnización 

por el monto de S/22,727.09 (Veintidós mil setecientos veintisiete y 09/100 

Soles) 

El demandante señala que mediante Carta Notarial de fecha 06 de julio de 

2013 fue despedido, imputándosele la comisión de una falta grave por 

inobservancia del Reglamento Interno de Trabajo, así como por utilizar y 

disponer en forma indebida de los bienes de la empresa en beneficio de 

terceros y perjuicio de la misma. 

Asegura que no existe un perjuicio como tal, puesto que la empresa no está 

perdiendo respecto del precio que ella adquirió, sino que esa ganancia es 

menor a lo que se tenía proyectada, y, aunque fuera así, toda esta ganancia 

ya ha sido previamente presupuestada por la propia empleadora, teniendo 

en consideración que los bienes que se adquieren poseen el 40% menos 

del valor de venta. 

Considera también que, si fuera cierto que la empresa se perjudicara por 

las ventas con descuentos especiales a sus trabajadores, habría limitado el 

número de adquisiciones y el monto de las mismas a sus trabajadores; 

empero siendo que los trabajadores pueden adquirir la cantidad que deseen 

se entiende que el límite no viene por la cantidad de compras o por el monto 

desembolsado, sino por el destino que se le otorgue. 

Señala que la demandada entiende, en forma errónea, que los descuentos 

ofrecidos a los trabajadores se tratan de ventas no libres sujetas a 

condiciones que deben cumplirse con posterioridad a su adquisición (como 

es su uso), mediante la cual ejerce su facultad controladora y supervisora; 

sin embargo, lo correcto sería que a partir del momento en el que el 

trabajador realice el pago e incorpore los bienes a su patrimonio, la empresa 

debería dejar de tener injerencia sobre el destino que se le dé a dichos 

bienes. 



5  

Con relación a la carta de preaviso, alega que esta menciona el registro de 

cámaras de seguridad en las que aparece todo lo acontecido, lo que fue 

determinante para su despido; sin embargo, él no tenía conocimiento de la 

existencia de dicho medio probatorio; así como tampoco conocía respecto 

al Procedimiento Interno MP/2003-74-01 que establecía el descuento para 

empleados, y al no tener posibilidad de desvirtuar dichas imputaciones, se 

perjudicaron sus posibilidades de elaborar una defensa adecuada. 

Finalmente, afirma que la empresa ha incurrido en la figura de un despido 

arbitrario, dado a que no se logró determinar la falta que se le imputa y se 

dio por roto el vínculo laboral sin decisión motivada, por lo que solicita la 

indemnización respectiva de S/22,727.09 (Veintidós mil setecientos 

veintisiete y 09/100 Soles). 

1.2. Contestación de la demanda 

 
Con fecha 13 de mayo de 2014, S.F. S.A., debidamente representada por 

su apoderado, absolvió el traslado de la demanda, negándola en todos sus 

extremos, solicitando que sea declarada infundada. 

La empresa demandada señala que el jueves 23 de julio de 2013, un cliente 

que no era trabajador de la empresa ni familiar del demandante, realizó una 

compra de 18 pares de zapatillas utilizando la tarjeta CMR de titularidad del 

demandante, aplicando el descuento del 20% del valor de venta que se le 

concede exclusivamente a su personal y a sus familiares, no a terceros. 

Como consecuencia de las irregularidades advertidas por la compra 

mencionada, el área de operaciones de la tienda procedió a verificar las 

transacciones realizadas por el demandante, hallando que este había 

adquirido zapatillas por sumas elevadas con su tarjeta de crédito CMR hasta 

en 7 ocasiones anteriores, con la compra total de 84 pares de zapatillas, 

accediendo a un descuento total de S/2,631.27 (Dos mil seiscientos treinta 

y uno y 27/100 Soles). 

Señala que, pese a que el demandante alega que fue despedido de forma 

arbitraria por no haberse logrado determinar la falta imputable contra él, el 

motivo real del término de la relación laboral entre ambos se extinguió como 
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consecuencia de la comisión de la falta grave prevista en el artículo 25 del 

Decreto Supremo N° 003-97-TR, específicamente en los incisos a) sobre 

incumplimiento de obligaciones laborales, y c) sobre la apropiación 

consumada o frustrada de bienes o servicios del empleador. 

Esta comisión de falta grave fue comprobada objetivamente e incluso 

reconocida en un primer momento por el propio demandante, es decir que 

se trataría de una causa justa de despido. 

Asimismo, menciona que el ex trabajador fue sometido a un correcto 

procedimiento de despido por falta grave, siendo que se le cursó carta 

notarial de pre aviso con el otorgamiento debido del plazo legal para que 

pueda ofrecer su carta de descargos. Es en esta última, en la que este 

reconoció expresamente la comisión de la falta que se le atribuía, sin 

desvirtuar las imputaciones en su contra ni realizar rectificación a alguna de 

ellas, sino que, por el contrario, las reconoció y se ofreció a hacerse 

responsable, determinando así la extinción de la relación laboral. 

La empresa señala tener certeza que el ex trabajador sí reconoce las reglas 

para la adquisición de productos, puesto que en su escrito de demanda se 

limita a cuestionar el sistema de descuentos y a señalar que no ha existido 

perjuicio alguno en contra de la demandada; sin embargo, no tomó en 

cuenta que a quien le corresponde determinar sus propias políticas de 

administración de personal, es al empleador, por lo cual los beneficios 

también son establecidos por la empresa, siendo entonces cuestionable que 

ahora se pretendan desconocer lo establecido, siendo que, el perjuicio 

económico si afectó a la empresa. 

De la misma manera, alega que siendo que el objeto principal de la empresa 

es comercializar productos, se espera que sean los clientes quienes los 

adquieran al precio que se ha establecido, empero, el ex trabajador, prestó 

su tarjeta para la adquisición de un producto por debajo del precio real, lo 

cual generó pérdidas para la empresa. 

Considera que, la parte demandante ha omitido presentar información 

exacta al juzgado sobre los reales hechos que justificaron el despido 

señalado, así como los verdaderos motivos por los cuales no decidieron 
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continuar con la relación laboral, todo esto con la finalidad de inducirlos al 

error, lo cual es una clara infracción a las reglas de conducta que se deben 

observar en el proceso. 

Insiste en que, la falta grave se configuró por la inobservancia de los 

deberes esenciales que el demandante estaba obligado a acatar en su 

calidad de trabajador, ya que utilizó y dispuso de forma indebida los bienes 

de la empresa en beneficio de terceros, ocasionándole un perjuicio 

económico; así como también incumplió las disposiciones del Reglamento 

Interno de Trabajo de la empleadora, lo que deduce el quebrantamiento de 

la buena fe laboral que siempre debe existir entre las partes que mantienen 

una relación de trabajo. 

Por último, la empresa demandada enfatiza que, un agravante a tener en 

cuenta, es que el demandante tenía conocimiento del Procedimiento 

MP/2003-74-01 sobre el descuento para empleados, y del Procedimiento 

MP/2006-160 sobre la verificación de transacción de tarjetas de crédito, y 

que estos son otorgados únicamente a los trabajadores de la empresa o a 

sus familiares, así como el uso de las operaciones con tarjeta se deben 

realizar por el mismo titular. 

1.3. Presentación del Recurso de Apelación 

 
Con fecha 17 de octubre de 2014, la demandada S.F. S.A., interpuso 

recurso de apelación contra la Sentencia de primera instancia, emitida el 13 

de octubre de 2014, la misma que declara fundada la demanda por 

considerar que no tiene sentido el reconocimiento de la comisión de una 

falta grave por parte del actor y la determinación del pago de una 

indemnización por despido arbitrario. 

En esta, la empresa señala que se ha realizado una valoración inadecuada 

y parcializada de los medios probatorios, y, sin ningún sustento fáctico ni 

ilegal, se ha determinado que el despido del demandante resulta 

desproporcionado y arbitrario, restándole eficacia a la facultad directriz de 

la demandada. 
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Asimismo, señala que se ha vulnerado el principio de tipicidad, siendo que 

el juzgado calificó al despido como arbitrario, a pesar que se acreditó que el 

demandante sí cometió faltas graves. 

Menciona que el juzgado desconoció la gravedad de la falta laboral 

cometida por el ex trabajador, señalando que no existe vínculo entre el 

hecho establecido en el Reglamento Interno de Trabajo y el despido 

establecido en la Ley como sanción, pues no se ha considerado que se ha 

producido el quebrantamiento a la buena fe laboral. 

El apelante señala que, el juzgado no ha imputado la falta grave consistente 

en la apropiación de bienes y servicios, esto a pesar que la conducta del 

actor de haber proporcionado su tarjeta de crédito CMR a un tercero que no 

era trabajador ni familiar del demandante, para que goce del descuento, 

benefició a un tercero y perjudicó a la empresa. 

Añade, que el A quo no ha tenido en cuenta que la actitud del actor ha 

quebrantado la buena fe laboral, y la ha perjudicado económicamente hasta 

en 7 oportunidades anteriores, al decidir hacer el uso del descuento 

exclusivo para empleados y al demostrar su intención de realizar dicha 

acción debido a su calidad de reincidente. 

Insiste en que, sí existe relación entre lo establecido en el numeral 4) del 

artículo 12 del Reglamento Interno de Trabajo de la empresa empleadora y 

la sanción aplicada al actor. El mencionado inciso señala que está 

terminantemente prohibido “realizar negocios u operaciones con clientes o 

proveedores de S.F. que les deparen provecho personal o en favor de 

terceros, aun cuando no sean innecesariamente perjudiciales o no estén en 

conflicto con los intereses de la Empresa”. En ese sentido, al realizar una 

venta a favor de terceros con la aplicación del descuento, y adquiriendo 

productos por debajo del precio real, el ex trabajador se ha favorecido de 

manera personal (o en todo caso, a terceros), sacrificando las ganancias de 

la empresa. 

Por último, aduce que sí cumplió con poner en conocimiento al demandante 

sobre las directivas de la empresa sobre el descuento, siendo que además 
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fue capacitado sobre los beneficios que otorga la empresa y llevó cursos de 

ética que reiteraban dicha explicación. 

1.4. Presentación del Recurso de Casación 

 
Con fecha 14 de julio de 2015, el demandante H.M.E.T. interpuso recurso 

de apelación contra la Sentencia de fecha 01 de julio de 2015, que revoca 

la resolución de primera instancia que declaraba fundada la demanda, 

reformándola y declarándola infundada en todos sus extremos. 

Fundamenta como causal de casación, la infracción normativa de los incisos 

3) sobre la observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional; y 5) 

sobre la motivación de las resoluciones judiciales, del artículo 139° de la 

Constitución Política del Perú. 

2. Identificación y análisis de los principales problemas jurídicos del 

expediente 

2.1. Comisión de la falta grave 

 
En el presente caso, se ha discutido mucho sobre si el hecho cometido por 

el demandante configura falta grave o no, y su importancia se debe a que 

fue utilizado como fundamento del empleador para proceder con despido al 

trabajador. 

En primera instancia, el juzgado señaló que no constituía falta grave, toda 

vez que para que esta se configure como tal, se requiere que, tanto la 

conducta del ex trabajador y la sanción correspondiente a ella, esté 

establecido de forma específica en el Reglamento Interno de Trabajo. 

Sin embargo, en la sentencia de vista, la Sala señaló lo contrario, indicando 

que no se puede pretender que todas las conductas se encuentren de forma 

taxativa con su respectiva sanción en el Reglamento Interno de la empresa, 

ya que los empleadores no están en la facultad de establecer de, manera 

independiente, lo que consideren como faltas graves, para lo cual debería 

ser suficiente el remitirse a lo señalado en el artículo 25 de la Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral, que establece lo que se debe 

considerar como faltas graves. 
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Asimismo, cuando la empresa cumplió con remitirle la respectiva carta de 

pre aviso en donde le señalaba el motivo de la decisión de su despido como 

trabajador de la empresa, el demandante realizó sus descargos aceptando 

la comisión de la falta grave. 

2.2. Reincidencia 

 
En el caso materia de estudio se tiene que mediante la carta de pre aviso 

también se le indicó al demandante que, luego del respectivo seguimiento 

para comprobar su conducta como trabajador, se había encontrado que 

había hecho el uso del beneficio de descuento de trabajador con su tarjeta 

de crédito hasta en otras siete oportunidades, por lo cual no era la primera 

vez que cometía esta falta grave. 

Hay que tener en cuenta, que el ex trabajador no realizó sus descargos 

referentes a ese tema, y, además reconoció y aceptó que el 13 de junio de 

2013, le brindó a su compañera de trabajo su tarjeta de crédito CMR para 

que terceros hagan uso de ella, lo cual puede evidenciar que esta sería la 

manera que ha venido realizando este tipo de compras para su beneficio 

personal. 

2.3. Configuración de despido arbitrario 

 
“Despido Incausado (desvinculación del trabajador sin expresión 

de causa justa), Despido Fraudulento (desvinculación abusiva), 

Despido Nulo (todos los supuestos del artículo 29 de la LPCL) y 

el Despido Arbitrario (desvinculación en la que se imputa hechos 

al trabajador y se sigue el procedimiento de ley, pero no se verifica 

la existencia de una falta grave)”1
 

El demandante alega la configuración de la arbitrariedad porque se le ha 

despedido sin lograr determinar la falta grave; sin embargo, se observa en 

autos que la demandada ha cumplido con el procedimiento de despido, toda 

vez que ha cursado de forma debida la carta de pre aviso para que el ex 

trabajador pueda efectuar sus descargos, en la que aceptó la falta cometida, 

 

1 Alarcón Salas, M., Cadillo Ángeles, C., Castañeda Velasquez, E., Castro Posadas, E., Delgado De Marky, 

E., Díaz Rodríguez, P. Zubiate Chávez, C. (2016) Comentarios a la Ley de Productividad y Competitividad 

Laboral, 25 ensayos que analizan la reforma laboral individual. Lima: Gaceta Jurídica, pág. 343. 
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no solo de la que ocasionó su despido, sino de todas las que cometió en su 

trayectoria como trabajador en la empresa, señalando además, que las 

asumiría con responsabilidad. 

Asimismo, en la audiencia de juzgamiento, también señaló que tenía 

conocimiento de la falta que estaba cometiendo, empero llegó a 

contradecirse en ese punto, por lo cual intentó evadir su responsabilidad 

luego de haberla aceptado. 

3. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas 

3.1. Resolución de Primera Instancia 

Mediante Resolución N° 2 de fecha 13 de octubre de 2014, el Cuarto Juzgado 

Laboral Permanente de la Corte Superior de Justicia de La Libertad declaró 

fundada la demanda, y ordenó el pago de la indemnización solicitada por el 

demandante. 

El Juzgado consideró principalmente, a mi parecer, dos puntos importantes: la 

base legal del despido, y la falta de taxatividad de conductas y sanciones 

administrativas de los trabajadores en el Reglamento Interno de Trabajo. 

Respecto al primero, el Juzgado señaló que, como base legal del despido, la 

demandada invocó el inciso c) del artículo 25 del Decreto Supremo N° 003-97- 

TR, T.U.O. del Decreto Legislativo 728, referido a la apropiación indebida; sin 

embargo, en este caso no puede calificarse como tal, ya que los bienes (las 

zapatillas) no fueron sustraídos de forma indebida, sino que existió un pago 

monetario por su adquisición, sin importar si se aplicó o no un descuento. 

Respecto al segundo, se consideró que, dejando a un lado que el hecho de la 

falta grave se encontrara acreditada; en base al principio de legalidad se tiene 

que la sanción impuesta por la empleadora fue arbitraria. Menciona que de esta 

deriva el principio de tipicidad, según el cual se deben establecer de forma 

taxativa las conductas específicas que son pasibles de una sanción 

administrativa. Ahora bien, debido a Ley se presume, que Reglamento Interno 

de Trabajo cumple con la función de establecer las normas de conducta de los 

trabajadores; sin embargo, en el artículo 12° y 46° del Reglamento de la 

Empresa, referido a la prohibiciones y sanciones respectivamente, existe 
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ambigüedad e indeterminación que puede generar inseguridad jurídica respecto 

a la sanción que debe aplicarse a un trabajador que cometa una falta. 

En mi opinión, la apropiación ilícita señalada como base legal para la ejecución 

del despido del trabajador es correcta; sin embargo, se le ha dado un sentido 

diferente al que considero, ya que, no se trata de si es hurto, robo, o algún otro 

delito, sino que el hecho es que se trata de bienes que pertenecen a la 

empleadora, es decir, que es parte de su patrimonio, y está siendo utilizado para 

fines diferentes de los se ha previsto y bajo las condiciones distintas a las que 

estaban establecidas, esto que sea para uso directo de los mismos trabajadores 

y sus familiares, mas no para comercio en beneficio de otros distintos a la 

empresa. Asimismo, respecto a la falta grave y a la ausencia de su taxatividad 

en el Reglamento Interno de Trabajo, se tiene por entendido que los supuestos 

de la falta grave tipificada se encuentran en el inciso a), artículo 25 del Decreto 

Supremo N° 003-97-TR, T.U.O. del Decreto Legislativo; en ese mismo sentido, 

no se puede pretender que el Reglamento Interno de Trabajo contenga una 

sanción específica para cada tipo de conducta, porque eso perjudicaría el 

ejercicio de los poderes disciplinarios del empleador, pues se entiende que el 

empleador tiene la facultad de analizar los casos e imponer una sanción de 

acuerdo a ella. 

3.2. Resolución de Segunda Instancia 

Mediante Resolución N° 6 de fecha 01 de julio de 2015, la Primera Sala 

Especializada Laboral de la Corte Superior de Justicia de La Libertad, revocó la 

resolución de primera instancia, revocándola y declarando infundada la 

demanda en todos sus extremos. 

La Sala fundamentó su decisión en los siguientes puntos: 

 
Primero, sí existió un procedimiento debido de despido, ya que se cursó la carta 

de pre aviso a fin de que el demandante pueda efectuar sus descargos sobre 

los hechos imputados. Asimismo, ambas cartas cursadas por la empleadora 

señalan que el actor ha infringido el procedimiento MP/2003-74-01, sobre el 

descuento exclusivo para empleados que otorga beneficios a los mismos y a 

sus familiares. 
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Segundo, el juzgado en primera instancia ha realizado un análisis erróneo sobre 

las faltas graves, señalando que supone que la falta grave señalada en el 

Reglamento Interno de Trabajo de la empresa demandada es ambigua; sin 

embargo, no ha considerado que las faltas graves que pueden originar el 

despido a los trabajadores están taxativamente previstas en el artículo 25 de la 

LPCL, y, además el empleador no puede establecer los hechos que constituyen 

faltas graves. 

Tercero, el artículo 46 de Reglamento Interno de Trabajo de la demandada 

señala que el empleador tiene la facultad de graduar la sanción considerando 

las características de cada caso. En ese mismo sentido, dicho reglamento 

contiene las medidas disciplinarias que puede imponer la empresa, empero no 

se puede exigir que contenga de forma expresa una sanción para cada 

conducta. Por lo tanto, el hecho que el demandante infringiera el Reglamento 

Interno de Trabajo constituye falta grave prevista en la ley; 

Cuarto, ha quedado determinado que el demandante tenía pleno conocimiento 

que el descuento establecido en el procedimiento MP/2003-74-01 era sólo para 

el trabajador y sus familiares y no para terceros, quedando incluso acreditado 

expresamente en su carta de descargos. 

Quinto, ha quedado demostrado el perjuicio económico que el demandante 

causó a la empresa demandada con su conducta, dado que los que no gozan 

con el descuento de 20% del valor del total (es decir los compradores), pagarán 

el precio real. Por ello es irrelevante el hecho que constituya una venta real o 

no. 

Sexto, por último, la Sala Laboral determinó el quebrantamiento de la buena fe 

laboral puesto que incumplió sus obligaciones de trabajo y su conducta afectó 

la confianza de la empleadora. 

Por mi parte, me encuentro de acuerdo con la decisión de la Sala en todos los 

aspectos. Esa sentencia sirvió, a mi parecer, para analizar cada punto de la 

demanda, dándole importancia a los hechos relevantes para el caso y haciendo 

notoria la posición y a la actuación de las partes en el proceso, lo cual no se 

tomó en cuenta en la primera instancia. 



14  

3.3. Resolución de la Corte Suprema 

Mediante Casación Laboral N° 12632-2015, de fecha 03 de abril de 2017, la 

Primera Sala Especializada Laboral de la Corte Superior de Justicia de La 

Libertad, declaró improcedente el recurso de casación. 

Los miembros de la Sala fundamentaron su decisión en que, los fundamentos 

que el recurrente señaló en su recurso de casación eran genéricos y como 

estaban referidos a aspectos fácticos y de valoración de medios probatorios que 

ya habían sido analizados en las instancias anteriores, no les correspondía a 

ellos realizar un nuevo examen de todo el proceso, porque ya no sería una 

finalidad del recurso de casación. 

En palabras de Sevilla Agurto: “La casación es un medio impugnatorio, 

específicamente, un recurso de naturaleza extraordinaria y con efectos 

rescisorios o revocatorios concedido al litigante a fin de que pueda solicitar un 

nuevo examen de una resolución respecto de situaciones jurídicas específicas, 

el que deberá ser realizado por el órgano máximo de un sistema judicial, a quien 

se le impone el deber de cumplir con los siguientes fines: cuidar la aplicación de 

la norma objetiva, uniformar la jurisprudencia y obtener la justicia al caso en 

concreto”.2 

Me encuentro de acuerdo con la Corte Suprema en cuanto señala que el recurso 

de casación tiene carácter de extraordinario, refiriéndose a que está dirigido a 

que sea el máximo órgano de justicia quien se encargue de examinar los errores 

de derecho que se hubieren denunciado, siendo su finalidad la de garantizar la 

debida o correcta interpretación del derecho, por lo que no debe excederse de 

sus funciones. 

4. Posición fundamentada sobre los problemas jurídicos 

identificados. 

4.1. Comisión de falta grave 

La Corte Suprema de Justicia de la República señala lo siguiente: 
 
 
 
 

 

2 Sevilla Agurto, P., “La regulación del recurso de casación en el Perú”, Gaceta Civil & Procesal Civil N° 34, 

Lima, Año 2016, Pág. 205. 
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“Al respecto, debe tenerse en cuenta que el artículo 25° del Texto 

Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de 

Productividad y Competitividad Laboral aprobado por Decreto 

Supremo N° 003-97-TR, ha definido a la falta grave como aquella 

“(…) infracción cometida por el trabajador contra los deberes 

esenciales que emanan del contrato, de tal intensidad que haga 

irrazonable la continuidad de la relación laboral”. Debemos 

considerar que esta infracción debe revestir tal gravedad que 

suponga “(…) una lesión irreversible al vínculo laboral, producida 

por acto doloso o culposo del trabajador que hace imposible o 

indeseable la subsistencia de la relación laboral (…)”; con relación 

a la gravedad, conviene anotar que “(…) es consustancial al 

concepto; el adjetivo se enlaza de modo tan inseparable al 

sustantivo que, en realidad, forman un solo vocablo, una palabra 

compuesta: falta grave”.3 

Teniendo en cuenta que por falta grave se entiende que es una infracción 

contra los deberes esenciales del contrato, a tal punto que hace que la 

relación laboral se vuelva insostenible; en mi opinión, el acceso del beneficio 

de 20% de la compra de los dieciocho pares de zapatillas sí constituye 

causal de falta grave, y le ocasiona un perjuicio directamente a la empresa, 

lo que produce el quebrantamiento de la buena fe laboral. Con ello, la 

relación laboral entre las partes no tiene sentido porque la empresa, al haber 

sido perjudicada por su trabajador, ya no tiene confianza en este, y, por 

ende, su compromiso con él deja de tener prioridad. 

Asimismo, el demandante ha señalado en su declaración de parte, brindada 

en la audiencia de juzgamiento, que él nunca ha comprado y solo prestó su 

tarjeta a un compañero; sin embargo, también admitió que tenía 

conocimiento que era para una compraventa de un tercero. Esto se puede 

corroborar con lo señalado en su escrito de cargos, en donde señaló que 

era consciente de la falta y que la asumía responsablemente. Con ello, se 

 
 

3 Casación Laboral N° 12126-2016, Lima, 09 de enero de 2018. Segunda Sala de Derecho Constitucional y 

Social Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República. Consultado en: Página Web de la Corte 

Suprema. 
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evidencia que tenía conocimiento que el beneficio de descuento a 

trabajadores, no podía ser usado para esos fines. 

Por último, el demandante señaló en la audiencia de juzgamiento que él no era 

el único que realizaba dicha acción, sino que lo hacían sus compañeros y hasta 

entre jefes y administradores, por lo cual no era justo que solo lo sancionen a 

él. No obstante, dichas afirmaciones carecen de sustento y no se lograron 

probar a lo largo del proceso. 

 
4.2. Reincidencia 

La Corte Suprema se ha pronunciado al respecto: 

 
“Por consiguiente, el demandante ha admitido que los hechos 

imputados como falta grave ocurrieron y ha aceptado su 

responsabilidad. Cabe indicar que dicha falta no es la primera 

cometida por el accionante, pues, conforme se observa de fojas 

82 y 83, fue sancionado con una llamada de atención y una 

suspensión de labores, lo que evidencia su actuación reiterada de 

incumplir las órdenes de su empleador. Y no se vulnera el 

principio de tipicidad, en razón de que la falta cometida está 

establecida en el artículo 25, inciso a, del Decreto Supremo 003- 

97- TR y en el artículo 28, inciso b, del Reglamento Interno de 

Trabajo, y es proporcional a la gravedad de los hechos 

acontecidos.”4
 

Tal como se señala en esa jurisprudencia, el hecho de reiterar la acción tantas 

veces solo confirma el incumplimiento de las órdenes de la empresa, es decir 

que el ex trabajador no puede excusarse alegando desconocimiento sobre el 

tema o la existencia de su falta de voluntad para realizar dichas operaciones. 

Además, el demandante ha señalado que el día de los hechos, él le brindó la 

tarjeta a su compañera de trabajo para que terceros hagan uso de ella; con lo 

cual, a mi parecer, pretende desligarse de la responsabilidad que le 

corresponde, haciéndonos saber que no fue él el que realizó la operación (al 

 
4 Expediente N° 0678 2014-PA/TC, Arequipa, 03 de noviembre de 2015. Tribunal Constitucional del Perú. 

Consultado en la página web del Tribunal Constitucional. 
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menos no de manera directa), ya que la tarjeta la tenía su compañera de trabajo. 

En ese mismo sentido, es de conocimiento general que, para realizar una 

operación con una tarjeta de crédito, además solicitar la clave secreta, se 

requiere la verificación del titular, lo que evidencia que él ha brindado su 

consentimiento para dicha operación. Por ende, lo más probable es que en las 

veces anteriores se hayan realizado de la misma forma. Por último, la manera 

reiterada de la comisión de la falta, confirma su voluntad para la realización de 

actos de mala fe contra la empresa, que termina perjudicándola directamente 

de forma económica. 

4.3. Configuración del Despido Arbitrario 

“Respecto al derecho constitucional a la protección adecuada 

contra el despido arbitrario reconocido en el artículo 27º de la 

Constitución, se debe señalar que este Tribunal, en la STC N.º 

00976-2001-AA/TC, delimitó su contenido e interpretó qué debe 

entenderse por protección adecuada contra el despido arbitrario. 

Asimismo, el Tribunal ha reconocido en reiterada jurisprudencia 

(por todas, la STC N.º 05650-2009-PA/TC), dos tipos de 

protección en casos de despido arbitrario, de carácter excluyente 

y a elección del trabajador: a) protección de eficacia resarcitoria, 

cuando el trabajador opta por recurrir a la vía ordinaria solicitando 

el pago de la indemnización por despido arbitrario; y b) protección 

de eficacia restitutoria, cuando el trabajador opta por recurrir a la 

vía constitucional a través del proceso de amparo constitucional, 

siempre y cuando el despido se haya producido, entre otros 

supuestos, de manera incausada, es decir, ejecutado de manera 

verbal o mediante comunicación escrita, sin expresión de causa 

alguna relacionada con la conducta o el desempeño laboral del 

trabajador que la justifique.”5
 

En el caso materia de análisis, nos referimos a la protección de eficacia 

resarcitoria, señalado en la sentencia mencionada anteriormente, ya que el 

 
 
 

5 Expediente N.° 03631-2012-PA/TC, Moquegua, 23 de enero de 2013. Tribunal Constitucional del Perú. 

Consultado en la página web del Tribunal Constitucional. 
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demandante solicita el pago de S/22,727.09 (Veintidós mil setecientos 

veintisiete y 09/100 Soles). 

Asimismo, el demandante ha admitido en audiencia que él sabía que el uso de 

su tarjeta iba a ser para una compra venta de un tercero, contradiciéndose en 

este y otro casos más, y evidenciando que él sí era consciente que estaba 

haciendo un uso indebido de este beneficio sin importarle el perjuicio causado 

a la empresa; con lo cual, desde mi punto de vista, el ex trabajador sí ha 

cometido una falta grave que ameritaba su despido, por ende, no se configura 

el despido arbitrario y tampoco corresponde la indemnización solicitada. 

5. Conclusiones. 

• El demandante reconoció, previo al proceso, que se había incurrido en una 

falta grave, por lo decidió asumir la responsabilidad; sin embargo, en el 

desarrollo del proceso ha intentado negar su conocimiento sobre ello, 

evitando admitir que él era consciente el uso de la tarjeta para fines de 

comercio. Asimismo, el ex trabajador contradijo en su versión en la audiencia 

de juzgamiento respecto a su escrito postulatorio. 

• El despido, en el caso en concreto, no tiene calidad de arbitrario, debido a 

que se llevó a cabo el procedimiento correcto para su realización, y, además, 

se basó en una causal grave especificada en artículo 25° del Texto Único 

Ordenado del Decreto Legislativo N° 728, Ley de Productividad y 

Competitividad Laboral. 

• El principio de taxatividad (derivado de la legalidad) no puede aplicarse a los 

Reglamentos Internos de Trabajo, debido a que o se puede pretender que 

se especifique cada conducta sancionable con su respectiva sanción. 

• El empleador se encarga, de forma directa, de decidir los supuestos en los 

que ejercita su poder disciplinario en atención a los antecedentes naturaleza 

de la inconducta y otras circunstancias. 

• La carga de la prueba en estos casos se invierte debido a la ventaja que la 

empresa tiene sobre los documentos, correspondiéndole probar que el 

despido ha sido realizado según lo señalado en la Ley. 

• La calidad de reincidente del ex trabajador demuestra la intención que tenía 

de realizar esa acción, ya que al haberlo hecho siete veces antes, se puede 

concluir que su intención era clara; pese a ello, señaló no tener conocimiento 
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de la exclusividad de beneficio a los trabajadores y sus familiares, ni de la 

compra de 18 pares de zapatillas realizada el día de los hechos imputados. 

• La buena fe laboral es fundamental en una relación de trabajo, ya que 

garantiza que ambas partes se guardan fidelidad. En este caso, se comprobó 

que el demandante dispuso de forma indebida los bienes de la empresa en 

beneficio de terceros, causándole un perjuicio, por lo que ha quebrantado la 

confianza que la empleadora depositó en él, anulando las expectativas 

puestas en el trabajo, lo cual puede conllevar a que relación laboral se torne 

insostenible. 

• El recurso de casación tiene calidad de extraordinario, por lo que no se 

puede pretender que esta realice un nuevo examen sobre el proceso, ya que 

su función está referida a revisar la aplicación del derecho que han hecho 

las instancias anteriores. 
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